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CONSULTA 007/2023. Aptitud para contratar.  

 

CONSULTA 

“Buenos días, 

 

Tenemos pensado firmar un contrato menor de obra para la reparación y mantenimiento 

de la piscina municipal cuyo CPV seria 45212290-5 con la empresa XX. 

 

Les remito nota informativa del Registro Mercantil y inscripción en el ROLLECE con el fin 

de que me indiquen si por el objeto social de la empresa es posible adjudicarles este 

contrato de obras. 

 

Un saludo”. 

 

RESPUESTA 

En respuesta a la citada consulta, el artículo 66 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 

Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 

Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero 

de 2014” (en adelante, LCSP), estable en su apartado primero que: 

“1. Las personas jurídicas solo podrán ser adjudicatarias de contratos cuyas prestaciones 

estén comprendidas dentro de los fines, objeto o ámbito de actividad que, a tenor de sus 

estatutos o reglas fundacionales, les sean propios”. 

 

Este artículo se encuentra encuadrado dentro de la Sección 1.ª del capítulo II del título II, bajo 

la rúbrica: “aptitud para contratar con el sector público”. En este sentido, la relación del objeto 

del contrato con los fines, objeto o ámbito de actividad de los licitadores se determina como un 

requisito de aptitud sine qua non para que las personas jurídicas puedan resultar adjudicatarias 

de los respectivos contratos. 

Por su parte, también es preciso traer a colación el artículo 140.1 de la propia LCSP, que señala 

en su apartado a) lo siguiente: 
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1. En relación con la presentación de la documentación acreditativa del cumplimiento de 

los requisitos previos, se observarán las reglas establecidas a continuación: 

a) Las proposiciones en el procedimiento abierto deberán ir acompañadas de una 

declaración responsable que se ajustará al formulario de documento europeo único de 

contratación de conformidad con lo indicado en el artículo siguiente, que deberá estar 

firmada y con la correspondiente identificación, en la que el licitador ponga de 

manifiesto lo siguiente: 

1.º Que la sociedad está válidamente constituida y que conforme a su objeto social puede 

presentarse a la licitación, así como que el firmante de la declaración ostenta la debida 

representación para la presentación de la proposición y de aquella. 

(…)”. 

 

Dicho esto, es conveniente ahondar en la interpretación de estos preceptos en orden a la 

determinación de qué se entiende por “prestaciones comprendidas dentro de los fines, objeto 

o ámbito de actividad”. En respuesta a ello, el Tribunal Administrativo Central de Recursos 

Contractuales (TACRC, en lo sucesivo), ha tenido ocasión de pronunciarse en varias ocasiones 

en torno a la relación entre el objeto social de las empresas y el objeto del contrato. Sin ánimo 

de exhaustividad podemos citar, entre otras, la Resolución 2/2016, donde señala que: 

“En cualquier caso, y al menos con carácter general, basta que las prestaciones del 

contrato tengan cabida en el objeto o ámbito propio de la entidad (cfr.: Sentencia de la 

Audiencia Nacional de 7 de octubre de 2015 —Roj SAN 3581/2015-), no siendo precisa 

en ningún caso la coincidencia literal de los términos en que están descritas las 

actividades del objeto social y las prestaciones que integran el contrato (cfr.: 

Sentencias de los TSJ de Cantabria de 25 de abril de 2011 —Roj STSJ CANT 928/2011- y 

de Extremadura de 6 de junio de 2012 —Roj STSJ EXT 899/2012-). En estos términos se 

ha venido reiterando este Tribunal, entre otras, en Resoluciones 114/2015, 668/2015, 

919/2015 y 1020/2015, por citar sólo algunas de las más recientes” (el destacado en 

negrita es nuestro). 
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Otra Resolución relevante en la materia es la nº 326/2018, donde el mismo Tribunal incide un 

poco más en esta cuestión al señalar que: 

“(..) si bien, no se exige para apreciar la capacidad de los licitantes que exista una 

coincidencia literal y exacta entre el objeto del contrato descrito en los Pliegos y el 

reflejado en la escritura, sí tiene que existir una relación clara, directa o indirecta, entre 

ambos objetos, de forma que no se pueda dudar de que el objeto social descrito en la 

escritura comprende todas las prestaciones objeto del contrato y que atribuye, por tanto, 

a la sociedad la capacidad necesaria para efectuar dichas prestaciones”. (el resaltado en 

negrita es nuestro). 

 

De la lectura de todo lo anterior podemos sentar las siguientes bases: 

 

1. Para que las personas jurídicas puedan contratar con el sector público, es necesario que 

las prestaciones del objeto del contrato, se encuentren comprendidas dentro los fines, 

objeto o ámbito de actividad de aquellas. 

 

2. El objeto del contrato no tiene por qué coincidir literalmente con el objeto social de la 

empresa, pero sí tiene que existir una relación clara entre ambos. 

 

Solicita la entidad consultante que este servicio se pronuncie sobre “si por el objeto social de la 

empresa es posible adjudicarles este contrato de obras”; al respecto, indicarles que debe ser el 

órgano de contratación, que es quien conoce las necesidades a cubrir y las prestaciones 

concretas que es necesario acometer para satisfacer aquéllas, el que, atendiendo a las 

particularidades del contrato en cuestión, determine en última instancia si el objeto social de la 

empresa tiene cabida o no dentro del objeto del contrato. No obstante lo anterior, y teniendo 

en cuenta la nota del Registro Mercantil aportada que señala, entre las prestaciones que 

comprenden el objeto social de la empresa “(…) la venta de productos y servicios accesorios de 

piscinas, depósitos, la limpieza de los mismos su mantenimiento y construcción” (el resaltado 

es nuestro), podríamos entender que existe cierta similitud entre el objeto del contrato y las 

prestaciones que forman parte del objeto social de la empresa, aun cuando, insistimos, este 

análisis corresponderá realizarlo al órgano de contratación. 
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Como sugerencia, al margen de la cuestión planteada, este servicio ha advertido la discrepancia 

entre el objeto social que figura en el Registro Mercantil (según la nota informativa recibida) y 

el que figura en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público, 

siendo obligación del empresario mantener los datos inscritos actualizados. Por ello, sería 

conveniente instar a la empresa XXX a que presente una solicitud en la web del ROLECE 

(https://registrodelicitadores.gob.es), reflejando dichos cambios. 

 

Finalmente indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la 

consulta planteada tiene carácter meramente informativo y en ningún caso resulta vinculante. 

 

 

SERVICIO DE ASESORAMIENTO Y NORMALIZACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE 

CONTRATACIÓN 

 

https://registrodelicitadores.gob.es/

